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León, Guanajuato, a 14 catorce de octubre del año 2009, dos mil nueve. . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 311/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo interpuesto por el ciudadano MAURICIO ZAYRIK TAMER, quien se ostenta como representante legal de la persona moral denominada “SIMÓN QUÍMICA”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra del Director de Protección Civil de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Mauricio Zayrik Tamer, quien se ostenta como representante legal de la persona moral denominada “Simon Química", Sociedad Anónima de Capital Variable; personalidad que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública número, 23,966 veintitrés mil novecientos sesenta y seis, de fecha 18 dieciocho de agosto del año de 1995, mil novecientos noventa y cinco, otorgada ante la fe del Licenciado Luis Ernesto Aranda Villalobos, titular de la Notaria Pública número 41 cuarenta y uno, de este Partido Judicial, a través de la cual en la cláusula segunda transitoria al ciudadano Mauricio Zayrik Tamer, se le designa administrador único, quien cuenta con poder general para pleitos y cobranzas, con  todas  las  facultades  generales  y  especiales  que  requieran  cláusula  especial conforme a la Ley, según lo previsto por el artículo 28 de los estatutos sociales. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que en esta causa administrativa se impugna la resolución de fecha 24 veinticuatro de octubre del año 2008, dos mil ocho, expediente 0818/08, a través de la cual a la persona moral denominada "Simón Química", Sociedad Anónima de Capital Variable, se le impone una multa por la cantidad de $7,425.00 (siete mil cuatrocientos veinticinco pesos 00/100 moneda nacional), cuya existencia se acredita con la copia simple de la referida resolución y con el reconocimiento que hace la autoridad demandada en su escrito de contestación a la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con las fracciones VI y VII del artículo 265 del mismo Ordenamiento Legal. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, dado que de un análisis minucioso del escrito inicial de demanda de nulidad, se advierte que la parte actora satisface el requisito de expresar conceptos de impugnación, ya que aduce argumentaciones lógico-jurídicas tendentes a demostrar la ilegalidad de la resolución impugnada apoyándose en la existencia de vicios en la individualización de la sanción, además señala el precepto jurídico y el Ordenamiento Legal que estima violado en su perjuicio, amén de que de los razonamientos vertidos se desprende la causa de pedir, puesto que podemos deducir el o los artículos y el nombre del Cuerpo Normativo, que se dejaron de aplicar en perjuicio de la parte actora, en consecuencia, al indicar la lesión que sufre en sus derechos subjetivos administrativos se da la existencia de conceptos de impugnación, cumpliéndose con el requisito exigido en la fracción VII del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora, si bien es cierto que en el escrito de demanda de nulidad se omitió señalar "hechos que motivan el acto", esto no debe considerarse como una causal de improcedencia y se debe entrar al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de esta causal de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que los conceptos de impugnación o de agravio que expresa la parte actora en su demanda de nulidad, se tienen por reproducidos como si a la letra se insertaren, toda vez que no es necesaria su transcripción; sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la página 501 del Tomo XIV-Julio, de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que establece: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, la cual sujeta a su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción, además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad de recurrir la resolución y alegar lo que estima pertinente para demostrar en su caso la ilegalidad de la misma”. . . . . 
SEXTO.- Que los puntos primero, segundo y tercero de conceptos de impugnación o de agravios se analizan de manera conjunta, en razón de que en lo toral de los tres puntos, la argumentación lógica y jurídica se enderezada a desvirtuar la legalidad de la resolución combatida, por omitir razonar los elementos previstos en el artículo 127 del Reglamento del Sistema de  Protección Civil de León, Guanajuato, al individualizar la sanción administrativa impuesta a la persona moral actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conceptos de impugnación o agravio que resultan FUNDADOS, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

En principio, la fracción II del artículo 124 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, establece la sanción consistente en multa con una cuantía mínima de 10 diez y una máxima de 5000 cinco mil días de salario mínimo diario general vigente en ésta Municipalidad, al momento de la comisión de la infracción; y, en segundo lugar de un minucioso análisis del cuarto considerando de la resolución a debate se concluye que la autoridad demandada con apoyo en el citado numeral aplica a la infractora la sanción administrativa que consiste en una multa por 150 ciento cincuenta días de salario mínimos general vigente en este Municipio, equivalente a la cantidad de $7,425.00 (siete mil cuatrocientos veinticinco pesos 50/100 moneda nacional), calculando dicho salario diario a razón de $49.50 (cuarenta y nueve pesos 50/100 moneda nacional). De este modo y estimando que el monto de la multa no es fijo, ya que existe un monto mínimo y un máximo, circunstancia, que forzosamente trae consigo una agravación en el uso del arbitrio de la autoridad demandada, pues la multa impugnada fue impuesta por encima de la cuantía mínima, por tal motivo, la demandada debe razonar el uso de su arbitrio al individualizar la sanción, esto es, debe razonar los motivos o circunstancias que la llevaron a sancionar con el monto de la multa que eligió de entre el mínimo y el máximo, de esa manera antes de determinar el monto de la multa, es menester que se exprese pormenorizadamente cada uno de los elementos exigidos por el artículo 127, del referido Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, en la especie, la individualización de la sanción administrativa impuesta a la impetrante se encuentra fundada en el artículo 127 del invocado Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil, pero, se encuentra insuficientemente motivada, en virtud de que si la multa se impone fijando un monto intermedio entre el mínimo y el máximo, se tiene que razonar de manera detallada la gravedad de la falta -regla prevista en la fracción I del citado artículo 127-, en esas condiciones, la autoridad demandada deja de expresar el por qué la falta en sí misma es grave, pues la infracción administrativa no debe estimarse grave por el simple incumplimiento de las disposiciones del Ordenamiento Legal de la materia, como la demandada lo sostiene en el primer punto del cuarto considerando de la resolución a debate, ya que se habla de un probable siniestro que llegase a provocar un daño considerable a la comunidad, a sus bienes y a su entorno, pero se omite expresar las circunstancias o el peligro latente que origina el almacenamiento y el manejo de los materiales peligrosos que existen en el establecimiento, amén de que no se menciona el tipo o la naturaleza de esos materiales peligrosos; de lo anterior tenemos que la resolución impugnada, en cuanto a la individualización de la sanción se encuentra inmotivada, al no expresarse elementos suficientes de donde se pueda colegir el grado en que infiere cada uno de los elementos apreciados para fijar la gravedad de la falta, ya que se omite razonar pormenorizadamente la ponderación de las circunstancias de la  conducta del infractor, para así determinar si la autoridad califica como grave, menos grave o leve las falta administrativa imputada a la impetrante. . . . . . . . . . . . 
Respecto a la reincidencia del infractor, la autoridad demandada en el segundo punto del cuarto considerando de la resolución combatida, no justifica los extremos exigidos por la fracción II del artículo 127 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, toda vez que jamás expresa el procedimiento administrativa en el cual se le impuso alguna sanción a la parte actora, por infringir el referido Ordenamiento Legal en un periodo de 6 seis meses, por esta razón, no es posible estimar como reincidente a la persona moral impetrante, toda vez que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 129 del invocado Reglamento, para que se de la reincidencia se debe infringir mas de una vez cualquiera de las disposiciones del mismo Reglamento en un periodo de 6 seis meses. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, en el tercer punto del cuarto considerando de la resolución combatida, no se justifica la condición económica del infractor con la simple afirmación de que por tratarse de un establecimiento de almacenamiento, manejo y comercialización de materiales peligrosos, sino que es menester allegarse de elementos suficientes, de expresar de manera pormenorizada y razonada los motivos o circunstancias que la llevaron a determinar la situación económica de la persona moral actora, amén que no se indican los ingresos y egresos de la justiciable, de ahí que se dejaron de mencionar los elementos o circunstancias que la demandada tomó en cuenta para sancionar a la actora con el monto de la multa que eligió de entre el mínimo y el máximo. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto a la individualización de la sanción, resulta ilustrativa la tesis de Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito, de la Séptima Época; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Apéndice de 1995; Tomo: Tomo III, Parte  TCC; Tesis: 867; visible a página 663, bajo el rubro siguiente: “MULTAS. ARBITRIO EN SU CUANTIFICACION ARRIBA DEL MÍNIMO.  Para imponer una multa fiscal en cuantía superior al mínimo (pues es evidente que al imponer el mínimo no hace falta razonamiento alguno, ya que no hubo agravación en uso del arbitrio), es necesario que las autoridades fiscales razonen el uso de su arbitrio, y que expongan los razonamientos y las circunstancias de hecho y de derecho que hacen que en el caso particular se deba agravar en alguna forma la sanción. Pero esos razonamientos deben ser razonamientos aplicados al caso concreto y a las circunstancias del caso concreto, sin que sea suficiente hacer afirmaciones abstractas e imprecisas. De lo contrario se violaría la garantía de motivación, y se dejaría además a la afectada en estado de indefensión, pues no se le darían elementos para hacer su defensa, ni para desvirtuar la sanción concreta impuesta en su caso individual, con violación de los artículos 14 y 16 constitucionales. En esas condiciones, la simple afirmación de que un gran volumen de negocios hace que la situación sea buena, es demasiado imprecisa para justificar por sí sola una elevación de la multa, pues puede haber gran volumen de operaciones con una utilidad mínima, o aun con pérdida, como es claramente el caso de empresas que tienen grandes endeudamientos y gran volumen de operaciones. Por otra parte, el que la infracción haya causado perjuicios al Fisco, no es elemento para agravar la sanción, pues el elemento perjuicio será siempre la base misma de la tipificación de la infracción, pero insuficiente para mover el arbitrio entre los extremos de la multa. También resulta falso que los causantes morosos obtengan ventaja respecto de los causantes puntuales, pues los daños y perjuicios que se cobran en materia fiscal (además de las multas) como intereses moratorios son extraordinariamente elevados (24% anual, contra el 9% en materia civil y el 6% en materia mercantil). Y la afirmación de que hay que evitar prácticas viciosas tendientes a evadir las prestaciones fiscales, también es un elemento determinante de la creación de la infracción, pero insuficiente para mover la cuantía entre los extremos legales; para esto habría que referirse a las prácticas individuales de la afectada, o a su habitualidad, etcétera”. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el cuarto concepto de impugnación la justiciable en esencia aduce que el Director de Protección Civil de León, Guanajuato es incompetente para imponer multas, que como es sabido es de explorado derecho que la garantía de legalidad constriñe a las autoridades Estatales a realizar única y exclusivamente aquellos actos y/o actuaciones que las normas expresamente prevén dentro de sus facultades. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

El Director como titular de la Unidad de Protección Civil, conforme al artículo 122 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil para el Municipios de León, Guanajuato, cuenta con atribuciones para aplicar sanciones administrativas a quienes infrinjan disposiciones previstas en el mismo Reglamento, facultad que también se encuentra reconocida y concedida por el artículo 241, fracción II, del Reglamento Orgánico Municipal de León, Guanajuato, ya que al Director de Protección Civil, le da la facultad para aplicar el multicitado Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia, la insuficiente motivación en la individualización de la sanción impuesta a la actora la deja en estado de indefensión, ya que este vicio de carácter formal del acto administrativo a debate, trae consigo su ilegalidad, en razón de que carece del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; vicio de carácter formal que afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la persona moral denominada "Simón Química”, Sociedad Anónima de Capital Variable, violándose en su perjuicio el artículo 127 fracciones I, II y III del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato y el principio de legalidad previsto en el artículo 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por consiguiente, si existen vicios formales respecto a la individualización de la sanción impugnada, no procede la declaración de nulidad lisa y llana que solicita la parte actora, sino que de acuerdo a lo estipulado en el artículo 300, fracción III, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es de declararse la nulidad de la resolución de fecha 24 veinticuatro de octubre del año 2008, dos mil ocho, para el efecto de que la autoridad con plenitud de competencia emita un nuevo acto debidamente  motivado, esto es, motive suficiente y adecuadamente la resolución, respecto a la individualización de la sanción administrativa que en derecho corresponda, razonando pormenorizadamente cada uno de los elementos exigidos por el artículo 127 del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato; debiendo informar a este Juzgado el cumplimiento dado a esta sentencias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracciones III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la resolución de fecha 24 veinticuatro de octubre del año 2008, dos mil ocho, para el efecto de que la autoridad demandada subsane el vicio formal de insuficiente motivación, esto es, para que con libertad de competencia emita una nuevo acto debidamente fundado y motivado, debiendo informar a este Juzgado el cumplimiento dado a este fallo; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el sexto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
